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COMUNICACIÓN ÉTICA 19

Informe de la 7° Visita de la Comisión Ética a Colombia

Acompañando la recuperación de la memoria, de la tierra y el territorio en Colombia

Entre el 29 de octubre al 5 de noviembre, 9 miembros de la Comisión Ética de la Verdad hemos realizado la 7ma visita a Colombia, visitando comunidades en Antioquia, Magdalena y Cauca. En esta ocasión estuvimos: Mirta Acuña de Baravalle, Madre de la Plaza de Mayo Línea Fundadora de Argentina; Raúl Hernán Contreras Román de la Comisión Ética contra la Tortura de Chile; Rainer Huhle, Centro de Derechos Humanos de Nuremberg, Alemania; Enrique Santiago, Instituto de Estudios Políticos para América Latina y África (IEPALA), España; y las y los estadounidenses Bernardine Dohrn, Centro de Justicia para los niños y la familia y la Universidad Northwestern, Elizabeth Deligio,  del Observatorio de la Escuela de las Américas (SOA WATCH), Katherine Varatta, de la Campaña de los pobres por los derechos económicos y derechos humanos, Stephen Haymes, Universidad de de Paul y Scott Wright de EPICA (Programa Ecuménico para Centroamérica y el Caribe) y SICSAL (Servicio Internacional Cristiano de Solidaridad con América Latina "Oscar Romero").

En nuestra Misión participamos en: 

- Acto simbólico el 31 de Octubre en la base militar de Palanquero, Cundinamarca para expresar nuestra objeción al acuerdo militar firmado el día anterior entre los gobiernos de Colombia y EEUU. 

Entre el 1 al 3 de noviembre realizamos visitas a 4 comunidades:

- Acompañamos las expresiones de resistencia de 200 familias de la Balsita en Dabeiba, Antioquia, cuyas propuestas de protección del territorio, las Zonas de Biodiversidad se ven amenazados hoy en día por graves violaciones a los DDHH e infracciones al Derecho Humanitario. Conocimos testimonios de más de 350 crímenes, entre torturas, asesinatos, desapariciones forzadas entre mayo de 1996 y la fecha, en las comunidades de La Balsita y de dos desplazamientos forzados colectivos:

- Conocimos la historia de violencia sufrida de la población de Guiamaro, en el Magdalena, y su afirmación del derecho a la tierra con la ocupación de la Finca “Tierra prometida”, reivindicación que se ve amenazado por la orden de desalojo de 350 familias previsto nuevamente para el 27 de noviembre. 

Entre otros escuchamos en un encuentro público con la participación de más de 300 personas testimonios que demuestran el desarrollo de la estrategia paramilitar a través de la cual se produjeron 48 asesinatos y desapariciones forzadas en 1997, 2 desplazamientos colectivos y otros gota a gota.

- Participamos en el Encuentro interétnico de la comunidad en Tequendama, Cauca, en la que relataron a la CEV, la comisión de 120 crímenes por operaciones paramilitares entre 1996 y 1999 y la iniciativa de protección territorial frente al agua y la explotación de oro, molibdeno, uranio en el cerro Negro por la Anglo Gold Aschanti. En el entorno de Tequendama los paramilitares ejercen total control coincidiendo con los sitios en el que se desarrollarían las operaciones de la multinacional y en el  cerro Negro se encuentran desde hace 3 meses, antes de nuestra visita, los militares del batallón José Hilario López. Acompañamos  la dignificación de las comunidades para evitar el desplazamiento forzoso, la protección del territorio y del medio ambiente, con iniciativas de protección de biodiversidad y la protección de semillas nativas en la inaugurada Casa de Semillas.

- Realizamos una visita de verificación a Argelia, Cauca, donde nos relataron el desplazamiento de que han sido objeto a raíz de más de 15 desapariciones forzadas y 50 asesinatos registrados, de 120 reportados, desde abril de 2008 hasta hoy. Esta  operación se realiza en medio de la alta militarización, en medio de la cual se realizan las operaciones paramilitares. Recibimos testimonios y elementos de prueba en los que se sostiene como los militares que actúan en los retenes, estos se identifican posteriormente como paramilitares. Se ha visto la convivencia entre militares y paramilitares que operan indistintamente identificándose como “Aguilas Negras, “Rastrojos”, “ONG” (Organización Nueva Generación) a pesar del proceso de desmovilización.
- El 4 de noviembre socializamos en un evento público las experiencias y conclusiones de la visita. Igualmente recibimos de la mano de la comunidad el Informe preliminar de Sucre, “Porque al campesino le gusta el campo: historia de la recuperación de la finca la Alemania”  y compartimos el Informe preliminar de Putumayo “San Isidro – una historia de lucha y resistencia” que nos había sido entregado por una representante de la Comunidad en el encuentro de Tequendama.

- El 5 y 6 de noviembre mantuvimos reuniones con delegaciones diplomáticas de EEUU, Unión Europea, Suecia, España, Chile y Argentina, para compartir las conclusiones de nuestra visita a Colombia. 

A lo largo de la visita recogimos 41 testimonios privados, 49 testimonios públicos, participamos en X actos de dignificación, recibimos X objetos y pruebas, y realizamos 4 entrevistas con medios de comunicación.

A partir de lo escuchado, visto y sentido llegamos a las siguientes conclusiones:

1º.- Los grupos paramilitares siguen existiendo y actuando, en las regiones visitadas no se han desmovilizado. En este sentido se demuestra la ineficacia de la Ley 975, llamada para la Justicia y Paz, que brinda un marco para la verdad, la justicia, y la reparación de las víctimas. 

2° Igualmente, esta ley ha resultado ineficaz para el esclarecimiento pleno y la Verdad a la que tienen derecho las víctimas, con las que hemos tenido contacto. No ha existido justicia, y las posibilidades de está se extinguen con la extradición de 18 jefes paramilitares a Estados Unidos.

3º La aquiescencia, tolerancia, permisividad y convivencia de la Fuerza Publica con estos grupos paramilitares es evidente y nos permite afirmar que el paramilitarismo en Colombia continúa siendo una estrategia estatal.  

4º.- Continúan el desplazamiento forzado de comunidades campesinas y las agresiones a estas. El Estado en muchas regiones se niega a reconocer las personas como desplazados, inclusive instigando a mentir y decir que fueron deslazados por parte de la guerrilla, sustrayéndoles de esta manera de la posibilidad de asistenta humanitaria y de los derechos como victimas.

5º.- La posesión de la tierra por medios violentos y fraudulentos sigue siendo un tema central como causa del desplazamiento forzado y explica la existencia del conflicto armado interno. El objetivo de la violencia paramilitar es la ruptura de la organización comunitaria, atacando a los lideres comunitarios para controlar el territorio, generalmente debido a intereses en el control de los recursos naturales por parte del Estado, que a su vez  beneficia a empresas de agronegocios nacionales y/o transnacionales. El combate a las guerrillas y la lucha contra el tráfico de drogas es un pretexto para la comisión de graves y sistemáticas violaciones de derechos humanos

6° Las comunidades a través de un ejercicio de memoria desde las victimas y en afirmación de sus derechos han elaborado propuestas propias de dignificación para la protección de sus vidas y del territorio, como las Zonas Humanitarias, Zonas de Biodiversidad, la ocupación de tierras en un acto de hecho para empezar proyectos de pan coger y autonomía alimenticia, para la afirmación de su derecho a la memoria y el derecho a saber. Consideramos indispensable el apoyo a esas iniciativas.

7° Urge la humanización de la guerra, la aplicación del Derecho Humanitario por parte del Estado y las guerrillas y de la búsqueda de una solución negociada para que las comunidades no sigan sufriendo la militarización de sus territorios, con la consecuencia de estar atrapados entre la fuerza publica y la guerrilla, siendo la primera victima en caso de eventuales combates.

8° Rechazamos rotundamente el acuerdo militar entre los gobiernos de Colombia y Estados Unidos, que da continuidad a la lógica militar, con consecuencias nefastas para una posible paz y los derechos humanos en Colombia y para las relaciones armónicas en el continente, especialmente América del Sur, y es objetado debido a la experiencia histórica de la influencia (militar) estadounidense, la que muchos de los comisionados hemos vivido. Estados Unidos debería encausar su cooperación ante el fracaso militar y represivo frente a las guerrillas y la lucha antinarcótica. 

Base militar de Palanquero – Rechazo a mas militarización 

El 31 de octubre, delante de la Base Aérea de Palanquero, Puerto Salgar Cundinamarca la Comisión Ética realizó un acto de censura contra el acuerdo militar firmado el día anterior entre los gobiernos de Colombia y EEUU. En medio de soldados y agentes de inteligencia de la base se rechazó cualquier presencia de personal militar estadounidense sean soldados o contratistas, en territorio colombiano. 

Recurriendo a la memoria histórica se recordó en un acto simbólico delante de la base  que desde Palanquero salieron helicópteros implicados en la masacre de Santa Domingo, Arauca cuando el 13 de diciembre de 1998 fueron asesinados 17 campesinos, entre ellos seis menores de edad, y resultaron heridos cerca de 25 personas más, 9 de ellas niños por unidades de combate de la Fuerza Aérea Colombiana FAC, quienes apoyaban al Batallón de Contraguerrilla 36 en la operación “Rayo 2” en Arauca. Esa operación militar contó la participación de la compañía estadounidense Air Scan -contratada por la multinacional petrolera Occidental Petroleum Company Oxy y ECOPETROL supuestamente para la vigilancia del oleoducto Caño Limón Coveñas, y sus pilotos indicaron a los de la Fuerza Aérea Colombiana los lugares en que debían disparar la bombas tipo racimo o cluster, que acabaron con la vida de los campesinas y los campesinos.

Se escuchan preocupaciones serías de que el acuerdo no apunta principalmente a la lucha contra el narcotráfico y contrainsurgente, sino que está íntimamente ligado a intereses geoestratégicos de EEUU, de control del continente, de acceso mas rápido a bases militares de EEUU en África y por ende hacia el medio oriente, así como de control y acceso a recursos energéticos debido a la crisis que se vive en EEUU, de aumento de presencia militar de EEUU en el continente y entrenamiento e instrucciones de tropas latinoamericanas.

Se inscribe en la continuidad de la labor de la Escuela de las Americas, centro de entrenamiento militar en EEUU, que pretende la difusión de las doctrinas militares en todo el continente y cuyos alumnos han sido responsables de miles de victimas inocentes de tortura, desapariciones forzadas y asesinatos.

Desde la experiencia de Colombia y otros países se sabe que en lo local la presencia militar estadounidense trae consigo un aumento de la prostitución, de tensiones en lo local y de crímenes por parte de los estadounidenses, crímenes, incluyendo violencia sexual y narcotráfico, que suelen quedar en total impunidad, como ya demuestran experiencias previas en Colombia.

Al señal equivocado hacia el gobierno de Colombia y su fuerza publica de que se apoyo independientemente de las graves violaciones a los derechos humanos cometido por ellos, se suma -dentro de esa lógica de militarización y de guerra - el aumento de gastos militares mientras que nuestros pueblos requieren urgentemente inversión en salud, educación, justicia y democratización etc. para combatir la pobreza y la injusticia.

A partir de lo que conocemos, lo vivido y escuchado concluimos lo siguiente:

1. Rechazamos el acuerdo militar entre Colombia y Estados Unidos por seguir en la lógica de la militarización tanto en Colombia como en EEUU, dando legitimidad y apoyo financiera a la fuerza pública colombiana involucrada en graves violaciones a los derechos humanos, en su mayoría impunes, entre otros mas de 1000 ejecuciones extrajudiciales en los últimos años. 

2. Esta militarización lleva a un aumento de gastos en lo militar mientras que nuestros pueblos requieren inversión en salud, educación etc. 

3. Ni el pueblo colombiano, ni el pueblo de EEUU han sido informado suficientemente, y menos han sido consultados acerca de su opinión sobre el acuerdo militar.

4. La experiencia de otros países, y de la misma Colombia demuestra que los crímenes cometidos por personal militar o de empresas privadas de seguridad estadounidenses en otros países se quedan en la impunidad.

5. Esta visita a la base de Palanquero es solo un principio de la protesta contra el acuerdo. Tendrá  continuidad entre otros el 22 de noviembre en las multitudinarias actividades a favor del cierre de la Escuela de las Américas en Fort Benning, Georgia, EEUU.

Dabeiba - Un pueblo que vive en medio da la inseguridad

Desde el 1 al 3 de noviembre, 2009, los comisionados de la Comisión Ética, Elizabeth Deligio y Scott Wright de EEUU, visitaron a la región de Dabeiba, en el departamento de Antioquia, y en lo concreto, a la Zona Humanitaria y las Zonas de Biodiversidad naciente en La Balsita y La Argelia. Fuimos acompañados por todo el recorrido por jóvenes y familias de la Zona Humanitaria quienes, además de contar su historia como campesinos desplazados por la represión paramilitar, con la complicidad del ejército, anhelaron también a volver a sus lugares de origen y a construir una vida nueva.

En una visita previa de la Comisión Ética en 2007, se había dado a conocer con más detalle como fue el desplazamiento y como les obligaron a vivir cuatro anos en un albergue antes de establecer la Zona Humanitaria. Esta visita se enfocó en su proceso de recuperar la memoria histórica de una forma vigente, retornando a sus tierras y construyendo un proyecto de vida a través del establecimiento de Zonas de Biodiversidad para proteger la vida y el territorio. 

Durante tres intensos días, escuchamos a 2 testimonios privados (hombres) y 7   testimonios públicos (3 mujeres, 4 hombres) de las familias viviendo en la Zona Humanitaria y en las Zonas de Biodiversidad, además de presenciar varios actos de memoria de la comunidad. Entre ellos están testimonios de representantes de la comunidad indígena de Dabeiba, y desplazados de La Balsita que no formaron parte del proceso de la Zona Humanitaria. Asimismo participamos en tres actos de dignificación, ne las que se nos entregó entre otros semillas y tierra.

En Dabeiba están presente la XI Brigada del Ejército Colombiano, que recibe apoyo económico de los Estados Unidos, así como la Policía, y paramilitares autodenominado como “Águilas Negras.” En la región, también hay presencia de la guerrilla de las FARC, tratándose de un corredor estratégico, el Nudo del Paramillo. Esta presencia fuerte de actores armados ha convertido la región en un escenario del conflicto. 

Escuchamos testimonios de que entre el 11 – 18 de octubre del ano presente, había un promedio de un asesinato cada noche, en un pueblo donde la presencia del ejercito, policía y paramilitares es notable. Parece que había una colaboración entre estos tres sectores en la represión, ya que los autores actuaron con impunidad, y la represión solo termino cuando el alcalde hizo un llamamiento de cesar con la represión para no dañar la imagen del pueblo frente las próximas fiestas el 30 de octubre – 2 de noviembre en el pueblo. 

Todo esto sucedió dentro de un contexto de amenazas publicas de los paramilitares, denominados “Águilas Negras” de hacer una “limpieza social” contra los drogadictos, prostitutas y otra gente “indeseable,” e incluía el asesinato espantoso de una mujer, quien después de ser violada, fue brutalmente torturado y mutilado, dejando su cuerpo en un lugar publico. 

También escuchamos testimonios de miembros de la comunidad indígena que temen que esta violencia podía extender a incluir a su comunidad en una nueva ola de violencia, dado que un miembro de su comunidad fue herido gravemente con un cuchillo cortando su garganta. 

La Zona Humanitaria encaminado hacia zonas de biodiversidad

Frente a este contexto de violencia, la comunidad desplazada en la Zona Humanitaria “Vida y Trabajo La Balsita” esta realizando un proyecto alternativo simbolizado en la recuperación de la memoria histórica y sus esfuerzos a construir una vida comunitaria. Presenciamos actos de la comunidad que recordando su proceso de desplazamiento forzoso, y de reorganizarse aun viviendo en condiciones pésimas en un alberge, y construyendo una Zona Humanitaria simbolizados en una Casa de la Memoria, y un Árbol de la Vida.

Ahora se está realizando una estrategia nueva para recuperar sus tierras a través del establecimiento de Zonas de Biodiversidad que hacen posible la protección de sus territorios.  Fuimos acompañado por la comunidad en una visita a cuatro familias en el sector de La Balsita y Argelia quienes han declarado – o están en proceso de declarar – a sus tierras como Zonas de Biodiversidad. 

Este proceso hace posible que las mismas personas desplazadas tomen la iniciativa en recuperar las tierras de las cuales fueron despojados por la represión estatal y paramilitar. Parte de este proceso es volver a producir los cultivos tradicionales, como maíz, frijol, el café, y otros productos que son originarios de sus tierras, e incluye la preservación de semillas criollas que les permiten liberarse de la dependencia a semillas transgénicas.

Estos tres pasos – recuperación a la tierra, producción de cultivos tradicionales, y preservación de las semillas – son pasos de reconstruir la comunidad original que fue atacado y desplazado forzosamente de su tierra, y preservar y sostener la memoria histórica y cultura de la comunidad.

Nueva Amenazas contra un proceso de recuperar los territorios

En la comunidad de La Balsita, que esta cerca de las Zonas de Biodiversidad, escuchamos testimonios de miembros de la comunidad sobre la situación difícil en que se vive. Por un lado, la guerrilla ha minado caminos cerca de la comunidad y les han avisado a ellos a permanecer dentro de sus casas en la noche. Por otro lado, observamos miembros del ejército ubicados dentro de las casas y alrededor de las casas, utilizando a la población civil como escudos. 

La presencia de los dos actores armados dentro y alrededor la comunidad constituye una nueva amenaza a la gente de La Balsita, y viola su estado y sus derechos como población civil. Esto a pesar de varias reuniones con autoridades civiles, incluso con el Vicepresidente de la Republica, y el reclamo que el ejercito se retire su presencia de La Balsita, y no utilicen a ellos como escudos.

Los testimonios de La Balsita hacen eco del temor de la población indígena de Dabeiba y los desplazados ubicados en la Zona Humanitaria y las Zonas de Biodiversidad de que una nueva ola de violencia podía reaparecer causando victimas dentro de la población civil y una re-victimización de los desplazados y victimas del conflicto armado.

En conclusión, una joven de la comunidad nos dijo que para defender la vida son las Zonas Humanitarias, y para recuperar y proteger el territorio son las Zonas de Biodiversidad, y algo muy bonito fue que desde su memoria han decidido que la Comisión Ética tenga un papel importante en su proceso de construir la vida y una paz justa en el país.

Por ende constatamos:

1) implantacion de la Inseguridad Institucionalizada. En casi todos los testimonios que escuchamos, podíamos identificar una preocupación grande de que se están regresando a las épocas violentas del pasado. Tanto por los asesinatos que ocurrieron en Dabeiba, igual por una total impunidad que gozan los autores de los crímenes debido a la constante presencia de la policía, el ejército, y los paramilitares en el pueblo, se puede concluir que están viviendo en un estado de inseguridad institucionalizada y un resurgimiento del fenómeno del paramilitarismo en esta región.

2) Construccion de un Proyecto Alternativo a través del Retorno a Las Tierras. Por otro lado, el proceso de los desplazados es impresionante, y se puede decir que se forma un “Circulo de la Vida” desde el desplazamiento forzado hace 12 anos, pasando por el albergue y un proceso de reorganización comunitaria encaminado al establecimiento de una Zona Humanitaria y las Zonas de Biodiversidad que les permitan recuperar sus tierras y proteger a sus vidas y territorios. Este proceso garantiza que los desplazados recuperan no solamente la tierra, sino también su identidad como productores y participantes en el proceso por una paz justa en Colombia.

3) REcuperacion de la Memoria Historica como un Proyecto historico y Comunitaria. A través de los encuentros con la comunidad, tanto en La Zona Humanitaria como en las Zonas de Biodiversidad, se puede captar un precioso proceso de reconstruir la memoria y la vida misma a través del papel protagónica de la comunidad misma, que siendo victimas de la represión se han convertido en protagonistas de un proyecto de vida. Dicen, “nos duele recordar, pero mas nos duele olvidar.” En esto, se destaca el liderazgo de la juventud, el trabajo sagrado de la tierra, el cuido de las semillas y de la tierra misma, los nuevos cantos y una nueva cultura que celebra los esfuerzos de la comunidad frente a la muerte como un proyecto de vida, y todo simbolizado en el “Árbol de la Vida” que expresa sus mas hondas raíces de memoria y de esperanza. 

4) Recuperacion de la dignidad e Identidad como Sociedad Civil. Se nota la vulnerabilidad de la sociedad civil, frente de una situación de inseguridad institucionalizada por el conflicto interno que se vive en el país. Las victimas y las organizaciones que se construyen son tildados como colaboradores de la guerrilla, y son los primeros blancos de la represión. Lo cual indica la necesidad de promover espacios donde se puede participar en el proceso por una paz justa en Colombia que tome en cuenta el derecho de organizarse como sociedad civil y de participar ampliamente en un proceso de paz basada en la verdad, la justicia, una reparación integral, y la garantía de la no repetición de crímenes.

5) Recuperacion de La Voz de las Victimas Frente Al Silencio Impuesto. Parece que hay un silencio impuesto, debido a las amenazas, la represión, y la impunidad. Las victimas o no tienen voz, o - en su proceso de recuperación de la memoria histórica, y sus varias expresiones vigentes como la de las Zonas Humanitarias y las Zonas de Biodiversidad, están en peligro de un nuevo proceso de re-victimización. Por eso, urge medios alternativos de todo tipo, sea de visitas internacionales, sea de medios alternativos para que se puede visualizar una imagen más realista y cercana a la realidad colombiana y buscar caminos de la paz, la verdad, la justicia de un real estado de derecho en Colombia.

Guaimaro: Afirmando el derecho efectivo a la tierra 

La visita a Guaimaro se realizó entre el 1 de noviembre y el 3 de noviembre del 2009, los comisionados que fuimos allí éramos: Mirta Acuña de Baravalle (Madres de Plaza de Mayo, Línea Fundadora; Argentina) Katie Varatta (Campaña de los pobres por los derechos económicos y derechos humanos, EEUU) y Raúl Contreras Román (Comisión Ética contra la Tortura, Chile). Guaimaro es un pueblo ubicado a orillas del río Magdalena, que pertenece al corregimiento de Salamina que está en el departamento de Magdalena. La visita se hizo con el fin de conocer y recoger testimonios en torno a las vulneraciones de Derechos Humanos allí cometidas, así como también  de observar y acompañar el actual proceso de retorno y recuperación territorial que la comunidad está emprendiendo.  

La comunidad nos recibió con flores y un grupo tradicional de la zona una “cumbiamba”. Este recibimiento generó gran emoción en los comisionados y como primer acercamiento, posibilitó percibir la alegría de la comunidad por nuestra llegada y afianzar nuestro compromiso por responder a las expectativas que la comunidad tenía sobre nuestra visita. Luego de la bienvenida fuimos a la “Tierra Prometida” donde se había organizado una asamblea. Esta reunión sirvió como una introducción para los dos grupos: primero los comisionados se familiarización con el contexto histórico de la comunidad, relacionado con la finca y la tierra; también los comisionados tuvieron la oportunidad de presentarse ellos mismos, las organizaciones que representaban y de comenzar a entablar relaciones entre sus organizaciones y el contexto colombiano. Nos hicieron una narración colectiva de lo que sucedió en Guaimaro, así como de  las actuales luchas de la comunidad y de la organización a partir de la cual estas luchas se están desarrollando. Pudimos percibir entonces, la presencia de al menos tres organizaciones centrales en el actual tejido social de Guaimaro: la Asociación de desplazados, la Asociación campesina y la Asociación de mujeres “Echá’ pa’ lante’”.  

El segundo día personas de otros municipios se dieron cita en Guaimaro, llegaron alrededor de 300 representantes de corregimientos y municipios cercanos, como San Rafael, Dividivi, Las Casitas, Remolinos, entre otros; en el cual se trató la situación general de violaciones a los derechos humanos en la región a manos de grupos paramilitares del Bloque Norte al mando del hoy extraditado alias “Jorge Cuarenta” y en específico el Bloque Pivijay de las AUC. En esta reunión se dio espacio para compartir públicamente los testimonios de victimas y familiares de victimas de mencionadas comunidades, en total fueron 25 testimonios públicos que se dieron este día. Es de notar que estos testimonios de regiones aledañas a Guaimaro eran similares a los de las personas de éste municipio, en modo, tiempo, estrategias de terror, control de la población, convivencia de los grupos paramilitares con la fuerza publica etc. 

En el transcurso de la tarde algunos miembros del comunidad acompañaron a un paseo por el corregimiento a los comisionados, señalando alguno de los puntos en los que se habían presenciado actos de violencia y/o violación de los derechos humanos a miembros de la comunidad, por parte de los paramilitares, algunos de ellos con resultado de muerte y desaparición. Entre estos espacios, fundamental importancia simbólica ocupa la orilla y el caudal del Río Magdalena, lugar en que se realizaron ejecuciones y donde la comunidad supone fueron lanzados los cuerpos de las personas actualmente desaparecidas. 

El tercer día se recogieron los testimonios de manera privada, en total se recolectaron 23 testimonios entregados por 18 mujeres y 5 hombres, en su mayoría casos de ejecución extrajudicial, asesinatos o desaparición forzada, reflejando los 48 crímenes, entre asesinatos y desapariciones, sufridos por la comunidad de Guiamaro, asi como de los dos desplazamientos masivos, uno de los Playones, el otro de Guimaro mismo, asi como otros desplazamientos gota a gota. Junto con ello, se recolectaron algunos testimonios en que la propia persona que testimoniaba, se reconocía como victima directa de la violencia de los paramilitares, sea por amenazas, extorsiones, tortura y daba cuenta de las secuelas que estos actos habían provocado en su vida. 

Antecedentes de la Tierra Prometida

De los testimonios recogidos, se puede desprender que las violaciones de los derechos humanos acaecidas en el Corregimiento de Guaimaro, se relaciona directamente con el accionar de grupos paramilitares que buscaban el control territorial, a partir de la imposición de la violencia y el desplazamiento forzado de la comunidad, con el fin de apropiarse de los espacios de cultivo que ésta ocupaba según derechos de propiedad y/o de uso tradicional. Particular interés manifestaron los paramilitares por los playones Laura y Castro, espacio de una extensión aproximada de 300 hectáreas, que los campesinos ocupaban y que era central en la dinámica económica de la comunidad. De ahí que las acciones paramilitares de amedrentamiento comiencen en 1999 con un ultimátum de 48 horas para que los campesinos hicieran abandono de esas tierras, so pena de ser asesinados.

El control de la tierra por parte de paramilitares locales del Bloque Pivijay, es el motivo del desplazamiento forzado. Antes la comunidad de Guaimaro cultivaba en los playones llamado Laura y Castro, tomate, maíz, yuca, melón así como otra variedad de frutas y vegetales que eran tanto para comercio como para consumo. El control y terror  paramilitar del corregimiento, fue continuo en la región, sin embargo hay un hecho que fue el catalizador para motivar el desplazamiento: la madrugada del 30 de noviembre de 1999, cuando 7 campesinos fueron detenidos siendo 6 de ellos desaparecidos hasta hoy día. Los familiares de los desaparecidos coinciden en que, los campesinos fueron llevados río adentro y ahí fueron cercenados con una motosierra y sus restos lanzados al agua. 

Las familias que continuaron en Guaimaro, sufrieron el constante asedio de los paramilitares. Estos obligaban a la comunidad a asistir a asambleas, persiguiendo, torturando y asesinando a quienes no lo hacían. Durante este tiempo de control paramilitar se registraron violaciones de niñas y mujeres de la comunidad, torturas y allanamientos constantes a las casas de los campesinos, robando sus pertenencias y ocupando algunas casas como centros de operaciones. A la altura de 2002 ya gran parte de la comunidad se había desplazado de Guaimaro y sólo a partir de 2006 comenzaron un proceso de retorno, estimulado principalmente por las precarias condiciones de vida en las que se encontraban como población desplazada. Los pobladores nos señalan que entre sufrir y pasar hambre lejos de su tierra, prefirieron hacerlo en ella. No obstante, al volver a Guaimaro, las familias percibieron que los playones  Laura y Castro ahora eran propiedad privada, la finca fue tomada ilegalmente después del desplazamiento forzado. 

A aproximadamente un kilómetro del poblado de Guaimaro, existe una finca, Villa Denis, que fue incautada en el marco de un proceso de extinción de dominio por narcotráfico vinculando a su propietario, Alberto Orlandez Gamboa. El INCODER, entidad encargada entre otros de la entrega de tierras,  adjudicó estas tierras a 27 familias no campesinas y cercanas a las autoridades locales de la alcaldía de Salaminas y del terrateniente y ganadero Pedro Pablo Asmar Amador. Los retornados de Guaimaro denunciaron esta situación y acusaron que la tierra no producía, por lo que se sospechaba que las familias que aparecían como nuevas propietarias no eran más que testaferros, término que se emplea para designar a las personas que aparecen como falsas propietarias de un predio para encubrir a sus verdaderos propietarios, la mayoría de las veces personalidades políticas corruptas, sus familiares o personas vinculados al narcotráfico o al paramilitarismo. 

Al no encontrar respuesta positiva a su denuncia y al negárseles a gran parte de la comunidad el reconocimiento de su condición de desplazados (bajo la cual pueden optar a políticas de reparación como las de tierra y otras) decidieron tomar el predio en enero de 2009 de 405 hectáreas, y renombraron el predio como “La Tierra Prometida” allí la comunidad, 300 familias,  puede nuevamente cultivar sus productos.  Este proyecto es la primera acción comunal de la población de Guaimaro para resistir a la impunidad del estado y para llamar la atención hacia las acciones violentas que la comunidad ha experimentado. También la finca es la oportunidad de producir otra vez comida para la comunidad, no obstante a una escala más pequeña. Ya no producen tomates, que era el producto de mayor comercio y al tener menos producción tienen menos cantidad de comida para consumo de la comunidad.

Ya terminado la visita nos enteramos que el 27 de noviembre mas de 100 miembros de la policía, del Escuadrón Antimotines y Antidisturbios (ESMAD),  basado en una orden judicial intentó desalojar con procedimientos irregulares a la Finca “La Tierra prometida”, hiriendo a 8 personas entre ellos niñas, niños y gente de tercera edad por golpes y gases lacrimógenos. Nos preocupa sumamente la integridad física y psicológica de la población civil, así como su derecho a la tierra, a la autonomía alimenticia y a la reparación integral.    

Conclusiones y consideraciones generales: 

1. Se percibe que en gran parte de los casos se ha negado el reconocimiento del desplazamiento, pese a existir evidencias de que dan cuenta de este, esto se convierte en un mecanismo de impunidad. A causa de esta negación las victimas no han podido acceder a políticas de asistencia que buscan facilitar el retorno, ni han podido recuperar las tierras que ocupaban antes de los desplazamientos o acceder a otras que posibiliten su reproducción social y económica como campesinos. 

2. Las comunidades sufrieron un abandono tanto de las autoridades políticas locales, regionales y nacionales; como de los cuerpos de seguridad pública y del Ejército.

3. El gobierno se contradice a sí mismo al declarar las acciones de los campesinos de recuperación de tierras como ilegales, pero no reconoce las acciones de los paramilitares en la región, o el desplazamiento forzado ocurrido allí. 

4. La presencia y control político, social, económico y militar de los grupos paramilitares, se vincula a un proceso de usurpación y despojo de las tierras campesinas, que busca poner éstas en el mercado de tierra y posibilitar así el avance de proyectos desarrollo capitalista. En este proceso se ha desarrollado una alianza entre las clases políticas locales, los grandes capitales y los grupos paramilitares. 

5. En la comunidad de Guaimaro no existen actualmente espacios de socialización de la memoria y el dolor, la mayoría de los relatos se han guardado en el seno de las familias y dentro de ellas, se cuida que los niños no se enteren del horror vivenciado, creando estrategias para explicar la ausencia de los padres, madres, hermanos o hermanas, asesinados(as). Esta situación junto a la impunidad y al desamparo que la comunidad siente de las autoridades locales, podría derivar en un estado de profunda victimización.

6. La ocupación del predio Villa Denis y la construcción colectiva de un nuevo espacio para la esperanza: La Tierra Prometida, no sólo “promete” y supone ser un espacio para la sustentabilidad económica de la comunidad, sino que también “promete” y supone la construcción de una nueva identidad colectiva, que a partir de la memoria, la organización y la lucha, afianzará una nueva etapa en la historia de la comunidad, esta vez con sus propios habitantes como guionistas y protagonistas; ya que en esta nueva y esperanzadora experiencia, la población de Guiamaro se han reconocido como sujetos y actores de su propio cambio.

7. El proceso de recuperación de esta comunidad, es una respuesta “creativa” a sus problemas, han logrado llamar la atención sobre la impunidad del Estado y los actores armados, así mismo han creado caminos de justicia, memoria y reparación integral. Estas estrategias creadas por las comunidades, se han desarrollado a pesar del trauma que las comunidades han sobrevivido. Este contexto hace urgente que se den acciones como la de la Comisión Ética y el MOVICE, para levantar las voces de las víctimas, recoger testimonios y ser capaz de crear un espacio para la sanación y la justicia a través de la solidaridad, la creación de redes de apoyo y sociales y los propósitos comunitarios. 

Tequendama: Propuestas autónomas de protección de la tierra y del medio ambiente

El 1 de noviembre de 2009 Stephen Haymes y Bernadine Dohrn, comisionados de la Comisión Ética de la Verdad viajaron desde Popayán en transporte público  a Sucre, en el suroeste del Cauca. La presencia de la Policía Nacional fue muy notable en todo nuestro viaje a Sucre en varios puestos de control policial. 

Después de una caminata de una hora y media, acompañados por miembros de una organización campesina local, llamada "Los Buen Andantes” llegamos a la vereda de Tequendama donde se realizó un intercambio interétnico de experiencias de resistencias y de semillas de varias comunidades. Hubo representantes de comunidades o organizaciones de San Isidro  e indígenas Nasa del Putumayo, afrodescendientes del Valle del río Naya, Buenaventura y Bajo Calima, campesinas de Dabeiba, Trujillo, San Antonio - Inza y varias organizaciones de Sucre y Tequendama. En la casa de un líder campesino local, cuyo padre fue asesinado por los paramilitares en la década de 1990, se dieron 5 testimonios privados (3 hombres, 2 mujeres) y 10 testimonios públicos describiendo sus situaciones y experiencias locales de  desplazamientos, desapariciones forzadas y masacres cometidas por los grupos militares y paramilitares en sus zonas respectivas. La representante de San Isidro, Putumayo, entregó a la Comisión Ética el informe elaborado  a partir de meses de reflexión y reconstrucción de memoria de la comunidad incluyendo dos visitas de miembros internacionales de la Comisión Ética.  

Participamos en 3 actos de dignificación: Un acto en memoria de los muertos, que incluyó el intercambio de historias y la inauguración de la Casa de Semillas, (donde los diferentes regiones aportaron semillas locales al proyecto de la diversidad biológica en Tequendama). Conmemorar a los muertos es un acto de resistencia y parece ha vuelto a despertar un sentimiento de resistencia y alegría - una reconexión, como en sus palabras, con la tierra y con los demás en una lucha común para recuperar el territorio la vida, la dignidad y la autonomía. El segundo acto de dignificación consistió en las declaraciones de Zonas de Biodiversidad (una en Tequendama, una en Sucre) con la bandera puesto por las comunidades campesinas de Tequendama “Bandera de la diversidad Las palabras de la bandera fueron los siguientes: biodiversidad de las zonas: El Arca: ÁREA DE PROTECCIÓN, RECUPERACIÓN Y CONSERVACIÓN: Ley 165 de 1994 Convención sobre biológicamente diversas zonas de la Reserva de la Sociedad Civil, la Ley 99 de 1993.”  Parte del acto fue el intercambio de semillas para la diversificación de los cultivos de subsistencia de las comunidades. Algunos de los representantes de otras comunidades anunciaron públicamente sus propias propuestas para crear su propia biodiversidad y las zonas humanitarias. 

Con la declaración de las Zonas de Biodiversidad y la apuesta de autonomía alimentaria, la población campesina presente reafirma su identidad y quieren llamar a que los demás no se ceden ante las presiones de convertirse en trabajadores agrícolas para monocultivos de grandes industrias agrícolas  y en consumidores de productos de comida internacional (en referencia al Acuerdo de Libre Comercio de Colombia). 

Las comunidades campesinas visitadas en Tequendama y Sucre se encuentran dentro de un contexto social más amplio y político del Cauca con su historia de organizaciones campesinas fuertes y movilizaciones de masas de la década de 1980 y mediados de 1990. A raíz de la represión estatal, a través de asesinatos selectivos de líderes y la pacificación de la población mediante el terror y los programas sociales, tales como los Laboratorios de Paz, las organizaciones campesinas en todo el departamento estaban muy debilitadas. Tanto los testimonios públicos como los privados identifican los grupos paramilitares - patrocinado por el estado -  como los responsables directos de la violencia y el terror experimentados por las comunidades campesinas. 

En la actualidad, los campesinos entrevistados por los comisionados expresaron mucho miedo con respecto a la creciente militarización y la presencia del ejército colombiano, la Policía Nacional, los grupos paramilitares, en el Cauca, así como por el aumento de las tropas de EEUU en Colombia debido al acuerdo militar firmado entre Colombia y EEUU sobre el uso de bases militares colombianos por EEUU. Expresan su profunda preocupación, que el acuerdo estría relacionada y  patrocinado por el estado en aras de implementar y/ o proteger mega-proyectos económicos en la región. Uno de sus temas principales mencionados a lo largo de sus presentaciones individuales fue la invasión de los patrocinados por el gobierno de mega-proyectos económicos que no sólo han desplazado de sus territorios, pero también han destruido la integridad ecológica de sus territorios y, por consiguiente, sus culturas alimentarias locales y las prácticas agrícolas tradicionales. En consecuencia, esto ha reducido su capacidad para mantener a sus familias y comunidades, alterando su vida familiar y la comunidad. Por ejemplo, hacen referencia a las actividades de prospección de las empresas de la minería de oro de Sudáfrica, la empresa Ashanti Gold, para la explotación de oro y molibdeno en el Cerro Negro, actualmente en etapa de exploración y una empresa hidroeléctrica, debido a los recursos de agua significativos en de la región. A eso se junta una de las principales preocupaciones: Que esos mega-proyectos económicos eventualmente darán lugar a (nuevos) desplazamientos de sus territorios, a la destrucción de las vías fluviales locales y por lo tanto la integridad ecológica de la región y su diversidad biológica. 

Es en este contexto que las comunidades también discuten sus propuestas de soberanía alimentaria, y el intercambio de estrategias de resistencia que la auto-suficiencia de apoyo. Los grupos cívicos también parecen creer que la soberanía alimentaria es una condición necesaria para la autonomía política. 

A partir de lo vivida, observado y sentido llegamos a las siguientes conclusiones: 

1. Temor profundo y creciente acerca de la presencia en expansión de las fuerzas armadas colombianas, de policía y de los paramilitares. Cada persona y familia expresaron su temor en cuanto a su seguridad física, medios de vida y formas de vida como familias y comunidades campesinas.

2. RELACION ENTRE LA PRESENCIA DE LA FURZA PUBLICA y mayores intereses económicos extranjeros que darán como resultado el desplazamiento forzado, la destrucción del medio ambiente y la soberanía alimentaria, así como el debilitamiento de la autonomía política y la transformación de los campesinos en trabajadores de bajos salarios agrícolas capaces de proveer a sus familias y comunidades de subsistencia. 

3. ENFRENTAR LA AMENAZA A SU EXISTENCIA COLECTIVA A TRAVÉS DE INICIATIVAS DE RESISTENCIA DE LA POBALCION CAMPESINA como Zonas Humanitarias, Zonas de Biodiversidad, ejercicios públicos de memoria de las víctimas y su dedicación a la vida campesina, testimonios públicos y privados que hablan de experiencias individuales y colectivas de terrorismo de Estado y la violencia; desarrollo de capacidades para la soberanía alimentaria recuperación de la cultura local campesina de alimentos y de las tradiciones agrícolas, desarrollo de la infraestructura organizativa para apoyar la autonomía política, diálogo interétnico entre comunidades campesinos mestizas, afrocolombianos e indígenas.

4. ESAS PROPUESTAS REFLEJAN HACÍA DONDE DEBE APUNTAR UNA PROPUESTA DE REPARACIÓN INTEGRAL para esas comunidades, teniendo en cuenta las verdaderas causas de los crímenes y retomando las propuestas de la misma población campesina acerca de quien posee y con que fin las tierras.

Argelia: En plena arremetida paramilitar se afirma el derecho a la tierra y a retornar. 

Desde el 1 al 3 de noviembre, 2009, los comisionados de la Comisión Ética de la Verdad, Rainer Huhle de Alemania y Enrique Santiago de España, visitaron a la región de Argelia, por los corregimientos de Sinaí, El Mango y la Belleza, departamento de Cauca, y se reunieron en dos ocasiones con familias desplazadas de Argelia; en la segunda ocasión estuvieron igualmente presente Stephen Haymes y Bernardine Dohrn de EEUU. 

Recogimos en total 11 testimonios privados (5 mujeres, 6 hombres)  y 7 testimonios de contexto, se nos entregaron pertenencias y  2 fotos de las victimas de Argelia, así  como un escrito titulado “No nos creen” que recoge la historia de las familias y está inspirado en la realidad que viven millones de desposeídos y empobrecidos de Colombia. Participamos en un acto simbólico donde las cruces elaboradas en madera por las familias, evocaron las decenas de crímenes de Lesa Humanidad que se han cometido en la región de Argelia.

Argelia es un municipio del Macizo Colombiano, cordillera Occidental. Se trata de una región montañosa con una única vía de acceso desde la carretera panamericana, a través del municipio de Balboa. El Municipio, colonizado hace menos de un siglo, se dedica a la pequeña actividad agrícola: pequeños propietarios y campesinos. Cuenta con tres pisos térmicos (clima frío, templado y caliente). Los cultivos tradicionales han sido café, yuca, frutas, maíz y fríjol, y en general cultivos de pancoger. A partir de los años 80 se introdujo el cultivo de hoja de coca. Dicho cultivo se realiza al estilo tradicional, en pequeños terrenos y mezclado con otros cultivos de pancoger. De esta forma los campesinos han buscado un  producto que les garantice unos ingresos mínimos no sujetos a las grandes oscilaciones de mercados de alimentos como es el caso del café. La difícil geografía de la zona dificulta el transporte de mercancías y por tanto el comercio y la venta de los productos de los campesinos. La hoja de coca representa un producto con comercialización para los campesinos, dado que los compradores acuden a obtenerla incluso a los parajes más remotos. De esta forma se garantizan un ingreso fijo por cosecha. 

Argelia y varios municipios colindantes han tenido desde muchos años atrás presencia de grupos guerrilleros, principalmente las FARC-EP que ejercían un control sobre la zona sin prácticamente ninguna presencia del estado ni de las fuerzas de orden público (las primeras estaciones de policía se instalaron el año 2006?). A partir de los años 80 entraron, en varias oportunidades, grupos paramilitares que violentamente atacaron las estructuras político-sociales de la región, asesinando líderes comunitarios y campesinos. Al mismo tiempo, la región fue militarizada, a través de la presencia de destacamentos permanentes del ejército y de la policía, y de retenes en la única ruta de acceso, tanto permanente como ocasional. 

Presencia y actuar paramilitar después de su supuesta desmovilización

Desde 2006 la zona es objetivo también de fumigaciones frecuentes desde el aire, con nefastas consecuencias para todos los cultivos en una zona de terrenos pequeños y cultivos mixtos. Ante esta situación se ha creado una situación de permanente zozobra y miedo en las veredas del municipio, con la consecuencia de que varias personas tuvieron que desplazarse.

Los testimonios dejan en evidencia que en el municipio de Argelia se han dado cientos de crímenes, incluyendo casos de desapariciones forzadas, asesinatos y torturas que son ejercidos con gran sevicia y brutalidad. Nos especificaron 7 desapariciones forzadas, 8 asesinatos, 3 casos de tortura tanto física como psicología, acoso y violencia sexual, retenciones ilegales bajo amenaza obligando a trabajo forzoso entre un y dos meses, múltiples amenazas, persecución hasta en el sitio al cual se desplazaron las familias, así como abuso de autoridad, corrupción y convivencia entre los paramilitares y autoridades civiles y militares.  Todos esos crímenes están en la más absoluta impunidad.

Según los testimonios, a la fecha de hoy los paramilitares siguen estando en el municipio de Argelia, uniformados en su campamento y en el monte, actuando a la vista, mantienen el mismo campamento con 200 paramilitares aproximadamente vestidos de uniforme de Los Rastrojos. Amenazan a la población para que nadie diga nada porque sino pagarían por lo que dicen. Bajan constantemente al pueblo con armas largas, pero vestidos de civil. Todo ello a pesar de una alta presencia militar, lo que nos consta personalmente, pasamos tanto en la ida como en la vuelta por 4 retenes militares, siendo controlados exhaustivamente en algunos.

En el municipio de Argelia se cultiva coca integrada como un cultivo menor de los campesinos junto a  cultivos de pancoger. Debido a las fumigaciones aéreas se han destruido áreas grandes de pancoger, complicando la situación critica de alimentación e ingresos para la población civil. 

Falta de garantías para la población desplazada y corrupción de las entidades locales

Los testimonios igualmente ilustran la falta de garantías para la población desplazada de Argelia en la ciudad de Popayán. En enero de 2009 llegaron 3 paramilitares de Argelia a la casa de un líder campesino (omitimos por razones de seguridad su nombre) en Popayán, uno de ellos llamado “Alex”, buscándolo para asesinarlo. Por dicho motivo la familia se desplazó hasta Cali. Unos días después, nuevamente paramilitares acudieron a su casa en Popayán, y al no encontrarlo preguntaron por su hijo pequeño de seis años. En otro caso relacionado con tres mujeres que se habían desplazadas a Popayán tras la desaparición de sus esposos, estas volvieron finalmente a Argelia porque eran amenazada, seguidas y chantajeadas por paramilitares. Viven en permanente zozobra y temor por la persecución que hasta fecha de hoy les hacen los paramilitares. A la vecina de una de ellas los paramilitares comunicaron que las iban a secuestrar.

Los testimonios reflejan el incumplimiento de sus derechos como población desplazada y la corrupción existente por parte de Acción Social. En caso de que los desplazados mantengan que la causa del desplazamiento han sido los paramilitares, las ayudas sociales no llegan o se demoran mucho. Al menos a 20 familias que llegaron a esta entidad en Popayán para registrarse como población desplazada por grupos paramilitares, les fue rechazado ayuda con el argumento de que en dicho caso no les otorgaran los beneficios y ayudas de la Ley 975 del 2005, toda vez que los paramilitares oficialmente no existen. Les inducen a declarar que han sido desplazados por la acción de las guerrillas. Existen además gabinetes de abogados que aprovechan estas coyunturas para cobrar cantidades importantes a los desplazados a cambio de gestionarles ayudas, garantizando resultados debido a sus conexiones con funcionarios de Acción Social. Igualmente se denunciaron casos en los que desplazados les han negado ayudas por constar que ya las habían cobrado: fraudes realizados pro funcionarios de Acción Social que han cobrado dinero en nombre de desplazados.

Asimismo se testimonió acerca de la negligencia por parte de la Defensoría del Pueblo del Cauca. En un caso de denuncia de los abusos paramilitares y sus nexos con la fuerza publica, esta les indica de denunciar ante el mismo Batallón del Ejercito involucrado en los nexos. Ese trato aumenta la situación de riesgo de esas 17 familias que quieren retornar conjuntamente.

Dado las condiciones de (in)seguridad de las familias en su actual situación como población desplazada, así como el temor que si no regresan periódicamente para mantener sus explotaciones agrícolas de sus tierras, estas se considerarán abandonadas, y podrían ser confiscadas vendidas por el gobierno, cinco familias se propone la creación de sus fincas en conjunto como una zona humanitaria. 

Después de nuestra visita nos hemos enterado de la desaparición forzada por parte paramilitares el Jueves 12 de noviembre OVER ERNEY MUÑOZ de 45 años Y JESUS OLEYVER ALVARADO MUÑOZ de 29 años, campesinos del caserío Mesón Alto, corregimiento de San Juan de Guadua, en medio de la continuidad de operaciones paramilitares consentidas por estructuras de la fuerza pública Batallón José Hilario López, Brigada 29 de la 3ra División. Eso provocó un desplazamiento nuevo de 45 personas.

A partir de nuestra visita a Argelia y los testimonios de las familias de Argelia, llegamos a las siguientes conclusiones:

1. Los paramilitares en el municipio de Argelia no se han desmovilizado, y siguen operando bajo el nombre de “Águilas Negras” o “Los Rastrojos”. Ya no cometen masacres grandes, pero asesinan selectivo y permanentemente sin que la presencia de la fuerza publica y la policía lo impida. La supuesta desmovilización en el marco de la Ley 975 no ha sido efectiva en la zona de Argelia. 

2. La notaria presencia paramilitar en la región en medio de esta alta militarización de la región, así como múltiples testimonios de ejemplos de nexos entre los paramilitares, el ejercito y la policía permite llegar a la conclusión de que exista permisividad y convivencia de la Fuerza Publica con los grupos paramilitares para que estas últimas se pueden mover a su ancha en el territorio de Argelia y cometer crímenes que quedarán en la impunidad gracias a la actitud estatal.

3. Los paramilitares controlan el negocio actual de la coca y se posicionan para controlar criminalmente futuros negocios. Por ello también consideran un enemigo a todas las personas que se opongan a las dinámicas impuestas por ellos. 

4. De acuerdo a los testimonios los ataques, amenazas y crímenes de los paramilitares buscan romper la organización de la sociedad civil atacando a los líderes comunitarios para controlar el territorio tanto en el pasado, como en el presente y el futuro. La propuesta de retorno de las familias de Argelia, sin apoyo del estado creando una Zona Humanitaria en la cual se abstendrán de cultivar coca, será visto por parte de los grupos paramilitares como un desafío al orden impuesto por ellos. 

5. Falta de garantías para la población desplazada ya que el control paramilitar se extiende más allá del municipio de Argelia, como demuestra los casos de 3 familias desplazadas de Argelia cuyos nombres se mantienen por cuestiones de seguridad en el anonimato. Urge una respuesta positiva de la Comisión Interamericana de DDHH de otorgar medidas cautelares solicitados por 17 familias de Argelia.

6. Persiste la amenaza contra la población civil, específicamente contra personas con una trayectoria organizativa, que han sido testigas o testigos de crímenes cometidos por los grupos paramilitares y/ o la fuerza pública. Por lo tanto también continúa el desplazamiento de comunidades campesinas y el Estado no brinda garantías para el retorno de las familias desplazadas a la zona.

7. Es indispensable hacer público los atropellos de Acción Social sufridos por parte de al menos 20 familias, muchas de ellas de Argelia, a los que se les negó la ayuda humanitaria con la argumentación que no podían ser desplazados por grupos paramilitares que ya no existían, y se les inducía a que responsabilizaran a la guerrilla de su desplazamiento sino no recibían apoyo de Acción Social pone en contradicción a esas familias  con entidades estatales y los mismos grupos paramilitares. Son necesario investigaciones disciplinarias y penales para que este accionar no se repita.

Nuestra visita ha demostrado nuevamente la importancia para las victimas de crímenes de estado de ser escuchado directamente, de dar credibilidad a sus testimonios, que ciertamente muchas veces son muy fuertes tratándose de crímenes que han sido cometidos sistemáticamente en su contra.  La reconstrucción de la memoria desde las victimas que las comunidades visitadas están realizando, reflejan el camino que hay que recorrer para reconstruir, y el valor que eso requiere. Sentimos un respecto profundo por esas niñas y mujeres, por estos niños y hombres que en medio de situaciones tan adversas reafirman su derecho a soñar a partir de los destruido, su derecho a la Verdad, la Justicia y la Reparación Integral.
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